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1. INTRODUCCIÓN 

"Therc was a/so illtcmatiolla/ 
pllb/ic arbitratioll, lOhicl¡ lOas 
somchowa díffercllt beast" 

LOllkns Místelís2 

Comenzada la segunda década del siglo XXI parece eviden-
te que el derecho internacional de las inversiones y, especial-
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mente, su arista más visible -la resolución mediante arbitraje de 
las disputas entre inversores y Estados- constituyen, en toda 
regla, una rama separada del derecho. A pesar de que los frutos 
que penden de esta rama se nutren de instrumentos jurídicos de 
diversa fuente -acuerdos con particulares, leyes nacionales de 
inversión, tratados bilaterales y multilaterales, y reglas consue-
tudinarias de variados alcances geográficos-, todos ellos refieren 
a supuestos de responsabilidad de los Estados por el trato dis-
pensado en su territorio a extranjeros en violación a sus obliga-
ciones relativas a inversiones.' 

Las dificultades para establecer de manera acabada las múl-
tiples fuentes y contenidos específicos de las obligaciones de 
derecho internacional de los Estados han llevado a la Comisión 
de Derecho Internacional de las Naciones Unidas (la "COI") a 
sistematizar los principios relativos a la responsabilidad de los 
Estados con prescindencia del análisis de esos elementos en su 
Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad de los Estados por 
Hechos Internacionalmente Ilícitos} Comentando el alcance de 
ese Proyecto, la COI expresaba que 

los presentes artículos tratan de toda la esfera de la respon-
sabilidad de los Estados. En consecuencia, no se limitan a la 
violación de obligaciones de carácter bilateral, por ejemplo 
en virtud de un tratado bilateral con otro Estado. Los artícu-
los se aplican a todas las obligaciones internacionales de los 
Estados, ya se trate de obligaciones para con uno o varios 
Estados, para con un particular o un grupo, o para con la 
comunidad internacional en conjunto.5 

3. No nos detent.lremos en estas paginas mas que lo imprcscint.lible en los abunt.lontes disquisiciones 
- todas ellos de gran y relevancia gcncrnl- relativos ;1 I:l calificación de "cxlronjcro" e ·'inver· 
sión- a cfccto!i de esta definición y que han resultado, ellas mismas, fcrtiJcs valles paro el debate en 
eSla úrea del derecho. Pam un detallado índice de los diversos materiales existentes en este punto. 
recomendamos la lectum del coment!lrio al articulo 25 del Convenio CIADI en la obm de SCIIRtUER. 
Cristoph. The ICSlD Convention: A Commentary (Cambridge Universily Prcss, 2009). pp. 71 ,,347. 

4. At.loptado por lo Comisión de Derecho Inlemacion:d en su 53ra. Sesión. en 2001. y disponible en idio-
ma inglés, eonjunt!lmcnle con los comentarios de esa comisión, en http://unlreaty.un.orgfildlcxtslins-
trumentslenglish.lcommcntaricsl9 _6_200 I.pd( 

5. Proyeclo de Articulas sobre Responsabilidad de los Estados por Hechos Intemacionalmente !licitus. 
Comentario General. §(5). 
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De manera análoga, en las páginas que siguen nos referire-
mos al efecto que la cesión de ciertos derechos o reclamos a 
cesionarios de nacionalidades diversas puede tener sobre los 
dispositivos procesales aplicables a los reclamos relativos a esa 
responsabilidad, sin abocamos a analizar el origen o alcances de 
ésta. 

Esas cesiones pueden afectar a los derechos o reclamos de 
un inversor en diversas etapas de la existencia de la inversión 
que constituye el objeto del reclamo. Como en el enigma de la 
esfinge de Tebas/> encontraremos que los elementos en que se 
apoya la existencia de una inversión o reclamo tutelados bajo el 
derecho internacional de las inversiones varían en cada una de 
las tres etapas que analizaremos separadamente:' (i) cuando 
existe la inversión sin que haya surgido aún un reclamo, (ii) 
cuando existe ya el reclamo y, finalmente, (iii) cuando existe ya 
el laudo. Por los motivos que esbozamos a continuación, una 
transferencia que ocurra en cada uno de esos momentos tendrá 
efectos distintos sobre los derechos que se pretenden transferir, 
lo que podría llevar, incluso, a hacer inviable un reclamo arbitral 
o la ejecución del laudo que se haya emitido. 

6. Cuenta el mito que. a las puertas de la Tebas griega, una esfinge fonnuluba a los viujeros un enigma 
y castigaba con la muerte a quienes no podlan resolverlo. Según el mito. cuando I!dipo consiguió 
darle la respuesta COfTccta - lras hDbcrla recibido en sueños- , la esfinge, presa. de una furia inconteni-
ble, se dio muerte. ARtSTOFANES DE BIl.ANCtO, en su glosa al Edipo Re)' de SÓFOCLES. refiere que el 
enigma rezaba: "Existe sobre la tierra un ser blpedo y cuadrupedo, que tiene sólo una voz, y es tam-
bién trípode . Es el único que cambia su aspecto de cuantos seres se mueven por tierra, aire o m¡¡r, 
Pero, cuando anda apoyado en mós pies, entonces la mOVIlidad de sus miembros es mucho más 
débil", La respuesta de Ediflo, según la misma fuente, habria Sido "Escucha, aun cuando no quieras. 
Musa de mal agüero de los muertos, mi voz, que es el fin dc tu locura. Te has referido al hombre, que 
cuando se arrastra por tierra.. al prindpio, nace del vientre de la madre como indefenso cuadrúpedo y, 
al ser viejo, apay.::. su bastón como un tercer pie. cargando el cuello doblado por la vejez". 

7. A pesar de que las analoglas con la gesta edipiea podrinn utilizarse para referimos a una notable varie-
dad de debates de gran vigencia en el marco del arbitraje de inversión. lamentamos infonnar al lec-
tor que no nos pronunciaremos en estas lineas sobre cuestiones de endogamia entre los circulas prac-
ticantes del arbitraje, ni sobre los efectos de las vinculaciones no revclDdns en la génesis de ciertas 
decisiones arbitrales, ni - finalmentc- sobre el efecto de las nannas de ;11,\' sobre el alcance de 
los acuerdos y tratados positivos de inversión . 
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2. CESIONES ANTERIORES A LA EXISTENCIA 
DE UNA CONTROVERSIA 

Para comenzar, debe distinguirse la situación en la que, a lo 
largo de la vida de un cierto proyecto productivo, el inversor 
extranjero que es su titular o controlante decide transferirlo -ya 
sea a través de la venta de las acciones de la sociedad que lo 
explote, o de la transferencia a título individual o colectivo de 
activos vinculados a ese proyecto- con el propósito principal de 
despertar eventualmente la jurisdicción de un tribunal de arbi-
traje de inversión, de aquella otra en la que la operación tiene 
motivaciones puramente comerciales o, incluso, societarias o 
impositivas.8 

Respecto del primer caso, mencionaremos, como cuestión 
liminar, que los tribunales han demostrado una limitada recep-
tividad a reconocer la validez a efectos jurisdiccionales de tales 
acuerdos de transferencia." Ello es congruente con el venerable 
principio de que nadie puede transferir derechos mayores o 
mejores que los que posee,1O y con el respeto al objeto y propósi-
to que los Estados tuvieron en cuenta al diseñar y obligarse bajo 
el régimen de arbitraje de inversión,1I que consiste en lo que 
algunos autores han denominado el quid pro quo del derecho 
internacional de las inversiones, en virtud del cual los Estados se 
3. Ver, por ejemplo, Tt,k;os '](Jkelé.f ('. Verallill. Caso CIAD! Nro. ARBI02118, Laudo del 26 de julio de 

2007, § 111, en donde se disculen los efectos de ciertas operaciones ocurridas denlro del grupo de 
cmprcS.3.s respeclivo sobre In jurisdicción de los tribunnlcs nrhitrales. 

9. Ver, por ejemplo, Schrcuer, op. cit.. comentario al articulo 25 del Convenio CIAOI. §3S0 (" ... Ihe rea · 
diness oftribunals lo accept amngements designed lo attrnet ICSlD's jurisdiction is nol unhmlled"). 

10. ''ér, por ejemplo, Millol)'('. Sri LUJlko, Caso CIADI Nro. ARB!OO/2, Laudo del IS de marzo de 2002, 
124 ( ..... IIC!nW du( qJlfH/IIIHf huhet or Itenw po(;nn:m potes! trmufere quum ipsc hllbd'). Llólma la 
Illención, en este sentido, 101 decisión Ildoptada en AIIl:m'CII e'. 'él/C:llda, donde el tribunal se eonsi · 
deró competente al enlender que, 11 pesar de que el inversor originario no em nacional de un Estado 
contrat:mle del CIAD1.las partes del conlmlo pertinente hablan pactado la jurisdicción de ese Centro 
para el easo de que se transfirieran las acciones de la sociedad operativa a un nacional de un Eslac.1o 
eonlrutante del CIADI, lo que el Tribunal entendió que en definitiva habia sucedido (AlltopisltI 
COllcesicJlludll de 'ble:uela c. lí..'JIe:ue{a, Caso CIADI Nro. ARB/OO/S, Decisión de Jurisdicción del 
27 de septiembre de 2001, §124 ("Auco\'cn e. Venezuela. Decisión de Jurisdicción"» . 

11. l'ér, por ejel/lplo, Plwclli:c "clicm c RC/Jlihlim Clleca, Caso CIADl Nro. ARB/06 '5, Laudo del IS eJe 
abril de 2009, § 144 ("Phocnix c. República Checa") ("1t i.( ¡",leed ,IJe Trihul/ul:'" \ ¡en- II/al lo ue'a'p' 
jur¡.wlic,icm ill ,ltis cuse \l'ould gtJ aga;,ul fIle htuic ohjcct;W-f llIulerl)'i/lg tite /CSID Cmll'c/lliOlI liS 
Irc/I as ofbilmerol ;//\'{:.ffmelll 
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han comprometido a otorgar un cierto número y calidad de pro-
tecciones a cambio de recibir inversiones de los nacionales de los 
restantes Estados miembros del sistema de derecho internacio-
nal de las inversiones. 12 

Respecto del segundo caso, la disponibilidad para el cesio-
nario de los mecanismos sustantivos o procesales de protección 
de la inversión dependerá, principalmente, de si el cesionario 
califica como inversor protegido bajo los instrumentos respecti-
vos, de si la adquisición o la operación ulterior del proyecto por 
el cesionario representa, para este último y con independencia 
de los actos anteriores del cedente, un emprendimiento que 
pueda calificar como una 'inversión' a efectos de esa protección 
y de si puede, en las circunstancias del caso, considerarse que las 
medidas que se impugnan como violatorias de las obligaciones 
internacionales del Estado afectaron a la inversión realizada por 
el cesionario. 

La cuestión ha sido recientemente analizada por el tribunal 
de PI,ocl1ix Actioll c. República Chcca, que llegó a la siguiente con-
clusión: 

El Demandante presentó la notificación por parte de 
Phoenix de una disputa relacionada con una inversión a la 
República Checa el 2 de marzo de 2003, aún antes de la ins-
cripción de su titularidad de las dos empresas checas ante la 
República Checa, y solamente dos meses después de su 
adquisición de las Empresas Benet, y presentó su reclamo 
ante el Centro once meses después. En su carta al Ministro 
de Finanzas de la República Checa, Phoenix sostenía que una 
serie de hechos habían constituido violaciones al TBI. Si uno 
mirara solamente a los eventos ocurridos luego de la inver-
sión, que es lo que debe hacerse para respetar los principios 
de aplicación rnliollc femporis del TBl entre Israel y la 
República Checa, la conclusión inevitable es que el 

12, DouGLAS, Zachary. Thc Inlcmationallaw oflnvc51mcnl Chllms (Cambridge Univcrsity Prcss, 2009), 
{l, 136 (" HCIIC:e. rIle pml4!L,j(m i_'i mll\' "1H!rutj\'t! (mce lile ji,,"t'ign '/(Ifimw/lms :mtisfit'tl its par' (11,IIe 
quid pm qua b1' muk¡I/g cm ü,,'csll1wlII in lite: IlOsI stulC"). 
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Demandante, cuando elevó por primera vez su reclamo ante 
el CIAD!, pretendía sostener que una demora de dos meses 
en resolver los problemas que afectaban a su inversión repre-
sentaban una violación de los estándares de trato justo y 
equitativo y de protección y seguridad plenas( ... ). La mera 
enunciación de tal pretensión muestra a las claras que lo que 
verdaderamente estaba en discusión eran violaciones y 
daños previos a la inversión. 13 

El tribunal de PIloel1ix Actiol1 llegó, por este y otros motivos, 
a la conclusión de que no tenía jurisdicción para resolver la con-
troversia, lo que nos lleva a considerar que, en casos de cesión, a 
efectos de determinar la existencia de una inversión protegida 
que pueda, por ulteriores violaciones a obligaciones internacio-
nales por parte del Estado en cuyo territorio la inversión ha sido 
realizada, dar lugar a un reclamo arbitrable, deberemos centrar 
nuestra atención en la situación del cesionario y no en la del 
cedente. 

Para demostrar esta hipótesis!4 imaginemos una inversión 
realizada originalmente por un nacional de un Estado contratan-
te del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a 
Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (el 
"Convenio CIADI" o el "Convenio") en el territorio de otro 
Estado contratante, e imaginemos también que existe entre 
ambos Estados un tratado bilateral de inversiones ("TBI") que 
permite al inversor acceder a un arbitraje CIADI en caso de con-
troversias relacionadas con la inversión. Si la inversión fuera 
cedida antes de que se origine una controversia a un inversor 
nacional del Estado receptor, o de un Estado que no fuera parte 
del Convenio CIADI, el resultado sería, casi sin dudarlo, que 

13. Ph<k:nú c. República Cht'Co. §1J8 (traducción libre). 
14. Centraremos nuestro análisis, a efectos de este ejemplo. en la posibilidad de arbitrar las controversias 

bajo el sistema de arbitraje del CIADI. por verse allí reflejadas de manera más sistemática los proble-
mas de rnlcionalidad que discutiremos a lo laryo de estas lineas. aunque eonsidcrnmos que, mUlufis 

cuanto aquí se dice puede aplicarse sin mayores diferencias conceptuales a la cesibilidad 
de las restanles protecciones contenidas en el regimen del derecho internacional de las inversiones. 
Picnsese. por ejemplo. en la tr.tnsferibilidad de las protecciones sustantivas otot'Gadas bajo un tratado 
bilaterJI en particular a ulteriores invcrsores de otr.ts nacionnlidades. 
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cualquier acceso a un arbitraje CIADl quedaría vedado para el 
adquirente. 15 Si modificáramos, ceteris pariblls, la nacionalidad 
del cesionario, tal que éste fuera nacional de cualquier Estado 
parte del Convenio CIADI distinto del Estado receptor, encon-
traríamos, casi sin dudarlo también, que éste tendría acceso a la 
jurisdicción de un tribunal CIADI. 

Si, por el contrario, un nacional de un Estado que no es parte 
del Convenio CIADI cediera un activo localizado en territorio de 
un Estado parte de ese Convenio -y que pudiera de otro modo 
calificar como inversión bajo ese instrumento- a un connacional 
o a un inversor de otro Estado que tampoco fuera parte del 
Convenio CIADI, consideramos que ninguna violación al dere-
cho internacional en que pudiera incurrir el Estado receptor 
podrá despertar la jurisdicción de un tribunal del CIADI.16 Si, 
como antes hiciéramos, modificáramos, ceteris pariblls, la nacio-
nalidad del cesionario, tal que éste fuera nacional de un Estado 
parte del Convenio CIADI distinto del Estado receptor, conside-
ramos que ese inversor tendrá acceso al sistema de arbitraje del 
Convenio CIADI, salvo en la medida en que, como mencionába-
mos, el propósito de la operación fuera, justamente, el de gene-
rar esa posibilidad jurisdiccional. 

Como se ve, en cualquiera de las posibilidades matemáticas 
de combinación, si el cesionario tiene, por su propia situación y 
actividad respecto de la inversión, derecho a invocar las disposi-

15. Cuando el inversor fuer.l nacional de otro Estado que no fuera un Estado eontr.ltante del Convenio 
CIADI. sin embargo. se mantt.'tldría la posibilidad de constituir un tribunal bajo lns reglas del 
ML'1:anismo Complemenlario del CIAD!. Conforme el articulo 2(a) del Reglamento del Mecanismo 
Complementario del CIADI, ese Centro podrá administrar procedimientos bajo tal reglamento 
do el Estado parte en la controversia o el Estado del cual el inversor que sea parte en la controversia 
sea nacional no sean Estados contratantes bajo el Convenio CIAD!. El articulo 3 del Reglamento del 
ML'Cunismo Complementario agrega el requisito de que, para que el Secretario General del CIADI 
pueda aceptar una solicitud de: administror un procedimie:nlo bajo L'Se: reglamento en tal cireunstan. 
cia,las partes acuerden que, "en el caso de que altiempu de la iniciación del proccdimie:nto se hubie· 
ren cumplido los requisitos jurisdiccionales ratitme ¡u!Y.wmac" del Convenio CIAOI. el procedimien-
to tramite bajo el Convenio CIADI y no bajo el Mecanismo Complementario. Nótese que esta posj · 
bilidnd no estaria disponible cuando el iO\·ersor ruero de la n.acionalidacJ del Estado parte en la con· 
troversia (Reglamento del ML'1:anismo Complementario, §2). 

16. lér la nola al pie: anlerior respecto de la pusibilidad de excitar la jurisdicción de tribunales arbitrales 
bajo olros sistemas de resolución de controversias. como el Mecanismo Complementario del CIADI . 
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ciones del Convenio CIADI, la carencia de esa posibilidad para 
el cedente -a salvo el requisito de que la operación no haya sido 
celebrada ill fraudel1l legis con el solo o principal propósito de 
generar jurisdicción- no afectará negativamente las alternativas 
jurisdiccionales al alcance del cesionario. Si, por el contrario, el 
cesionario no tiene, por su situación o actividad respecto de la 
inversión, acceso a la jurisdicción de un tribunal del CIADI, el 
hecho de que el cedente lo hubiera tenido antes de la cesión en 
nada mejora su situación, y le estará vedado al adquirente arbi-
trar en ese foro los reclamos que puedan surgir. 

3. CESIONES POSTERIORES A LA EXISTENCIA 
DE UNA CONTROVERSIA 

Una vez que llegamos a la conclusión de que una cesión 
celebrada con el sólo o principal objeto de atraer la jurisdicción 
de un tribunal de arbitraje de inversión tiene un destino sesgado 
al fracaso,17 comenzaremos esta sección agregando que este des-
tino se torna todavía más ominoso si esa cesión se realiza cuan-
do la controversia ya existe,'" ya que, como comenta el Prof. 
ScHREUER, "no serán aceptadas cesiones oportunistas diseiiadas para 
transformar disputas ya existentes en cuestiones sometidas a la juris-
dicción del CIADI".19 

Así introducidos en la cuestión, pasaremos a analizar los 
elementos relevantes para determinar los efectos que la cesión 
de un reclamo -o del activo al que se refiere- a un tercero tendrá 
en la viabilidad de un reclamo arbitral. Para hacerlo volveremos 
a centrarnos primariamente - y por idénticos motivos-, en la 
jurisdicción y práctica de los tribunales del CIADP' 

17. Icr la nota ni pie #9 SI/pm. 
18. lér SCIIREUf:.R . op. C,'., comentario al artículo 2S del Convenio CIADI. §3S0 (" 11/ particular. trI/",-

l/al .. Iwn! irl, Ji.ifal'tltlr "11r1/l .. ;Waf;mu i" tt1,ic!1 tite ""'tslur .f4ll1gltllll Irmufor (In C.li.flillg 
dU/m (mm a c/U/mu","). 

19. M. ! 3ÓO. 
20. ' (:r la nota .tI pie IJ 14 .'I/pm. 
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Bajo el sistema del Convenio CIADI, la jurisdicción del 
Centro dependerá de las nacionalidades de las partes deman-
dantes y demandadas2! al momento de consentir en someter la 
controversia a arbitraje y al momento de registrarse la solicitud 
de arbitraje -en el caso de inversores personas físicas- o al 
momento de consentirse la jurisdicción del CIADI -en el caso de 
inversores personas jurídicas-,ll que constituyen las fechas críti-
cas para llegar a esa determinación. En el marco de las contro-
versias derivadas de tratados bilaterales o multilaterales de 
inversión, esto sucede casi exclusivamente después de trabada la 
controversia, y el consentimiento del inversor se expresa fre-
cuentemente en el acto mismo de la notificación del reclamo al 
Estado receptor o, cuando el tratado correspondiente no requie-
re el agotamiento de consultas o negociaciones previas, junto 
con la misma solicitud de arbitraje)3 

Si bien muchos sostienen, siguiendo la posición adoptada 
por la Corte Internacional de Justicia respecto de su propia juris-
dicción,24 que, luego del momento en el que se fija la jurisdicción 
21. A pesar de que, estadísticamente, resulta habitual encontrar uno o mas inversores de una única nacio· 

nalidad entre los demand:mtes. y un único Estado entre los demandados, no existen motivos juridicos 
por los que - cumplidos ciertos requisitos que exceden cI marco de este estudia. la situación no pueda 
ser la inversa o, incluso, pam que dos o más Estados ap:1rezcan como demandados o demandantes en 
un mismo procedimiento. Esto podria racilmente suceder en cI marco de acuerdos multinocionalcs de 
inversión, o como consecuencia de tmtlldos multilatemles o proyectos transnacionales. A modo de 
ejemplo, el autor ha participado en procesos ante tribunales del CIADI en los que se fonnul¡¡ban 
reclamos bajo dos y hasta tres tratados bilaterales de manera simultanea, dada 1 .. diferente nacionali· 
dad de las partes demandantes. 

22. Arg. Convenio CIADI, §2S(2). A criterio del tribunal de l'áCllfllII Sull e G/IUIJa, el fundamento de esta 
diferente Ilproximación en el caso de personas fisicas y jurídicas podría encontrarse en que las persa· 
nas fisicas son menos proclives a sufrir una pérdida de su nacion .. lidad de manera involuntnria que 
las personas juridicns lo que podria suceder, por ejemplo, en caso de una expropiación de las necio-
ncs de la persona juridiea- , lo que justifica que 5C rcquit:ra en las primeras una constatación de la 
nacionalidad en esos dos instancios separadDS (I'clClflllll Salt c. G/¡tlllII, Coso CIADI No ARB/92f t, 
laudo del 16 de febrero de 1994, nota al pie #9 ("Vucuum Salt c. Ghana")) Paro un índice de la!! 
diversas cuestiones a que esta diversa dctenninación puede dar lugar ver SCIIREUEK. op dt , comen· 
tario al articulo 25 del Convenio C1ADI, §35. 

23. Si bien la situación es otra en caso de que el consL'Rtimiento haya sido flCestado en un acuerdo de 
inversión. y algunas de las decisiones que se comentan u lo largo de estas páginas se refieren a esos 
supuestos, supondremos a efectos de este ensayo arbitrariamente y por una cuestión de orden expo· 
sitivo- que el surgimiento de la controversia precede :1 las fechas erÍlicas establecidas por referencia 
al aniculo 25(2) del Convenio CIADI.lo que acontece en una extensa. mayoria de los casos con deci · 
siones repor1adas durante la última década. 

24. l'er, por ejemplo, Caso Relmi\'() a la On/cll tic Arresto ele! J / elc "hril ele 2000 (Congo c. Bélgica), 
c.1.J., Sentencia del 14 de febrero de 2002, / eJ Rf.'port.f 2002, 1'1.1, §26 ( ..... ifllu: Cmlrt /wsjurh" 
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de un tribunal de inversión -esto es, luego de esas 'fechas críti-
cas'- ningún hecho ulterior puede afectarla,25 entendemos que 
ese apotegma no resulta necesariamente de aplicación en el con-
texto especial del Convenio CIAD!. 

En efecto, la jurisdicción de tribunales bajo el Convenio 
CIAD! surge como consecuencia del acuerdo allí expresado 
entre los Estados contratantes, y sería ilógico y carente de todo 
sentido y axiología permitir que se ejerza esa jurisdicción si ello 
lleva a un resultado "manifiestamente absurdo o irrazonable".2(' 
A modo de ejemplo, el tribunal de Vivendi 1I ha considerado que 
ese principio caería en caso de que, con posterioridad a las 
fechas críticas, un comité ad hoc del CIAD! anulara la decisión 
que asume jurisdicción,27 al tiempo que el tribunal de VaclIlI/Il 
Salt c. Chana consideró que la iniciación de un arbitraje CIAD! 
por parte de una sociedad del Estado demandado que hubiera 
dejado de ser controlada por nacionales de otro Estado contra-
tante del Convenio CIADI luego de la fecha crítica establecida en 
el artículo 25(2) de ese instrumento violaría las reglas de inter-
pretación derivadas de la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados.28 29 

diclioll CJ/I Ihe dale t/¡e ca.fe Ü refcrr('d lo iI, iI ClJlltilluc:r /O do ,w n'gon1JcH oj.wh-fequelll CI'Cllt.f"). 
Icr también la decisión de la Corte Internacional de Justicm en el Caso Relatil'lJ a Cue.uümes dt· 
IIIICr¡m:wciólJ )' AplicacirÍlJ de la C,mvellciúlI de MCJ/ltll!al de /971 Surgidas dellllC:ich!llte Aéreo de 
Lod:erbie (Libia e. Estados Unidos). Decisión sobre Objeciones Preliminares del 27 de febrero de 
I99H, I.CJ. R('INJrt.f /99H. p. 115, §37, y las decisiones am citadas. 

15. 'i>r.por (jemp/o. COIII¡J(u;ia de Agll(u dd ActJJlquijCl S A J Vil'cI"li UlliW!r.fDl c. R('ptihlictl Atg('"lilltl. 
Caso CIADI No. ARB/97/3 ("Vivendi (11) c. Argentina"), Decisión de Jurisdicción del 14 de noviem-
bre de 2005. §63 (" ... una vez que ha sido establecida. la jurisdicción del tribunal no puede ser dero-
l,!ada"). I'c.'r también GtH!t= y tJtnJ.f ('. Bllnmdi, Caso CIADI No. ARB /9S/3, Laudo del 10 de febrero 
de 1999, §72: ZMII\'tI/i Del'ellJpmenl LIII. c. RC/Jtihf¡m de Georgia. Caso CIADl No. ARBlOOII. 
Laudo del 24 de enero de 2003. §2", y. en gCIlC!ruf. SCIIRl:UER. op cil .. eomenlario al articulo 25 del 
Convenio CIADI, §36. 

26. Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, §32(b). Si bien el Convenio de Washington de 
1965 entro en \'igor con antcrioridod a la Convención de Vierul de 1969, es pacifica la interpretación 
de que sus disposiciones sobre reglas de interpretación (contenklas en los §§31 a 3S de la Convención 
de Viena) resultan aplicables en cuanto codifican "reglas y principios de interpretación de tratados 
generalmente aceptados en el derecho internacional" (Amco Asia CorportltilJll) O/ms c. R(p,;hlim de 
I"donesia, Caso CIADI No. ARB/HIII. Dc..-cisión de AnulacIón del 16 de mayo de 1986. §§18·21. 
eil:K.Io por SCIIl:UfR. "l'. cil., Imdueclón libre). H:r wmhit:II el caso bajo el TLCAN MOII/lel' 
Itllcrmuiollal Lid. c. E.twdo.f Ullitlo.f tle Caso CIADl No. ARB(AF).'99/2. laudo bajo las 
Reglas del Mecanismo Complcmentano del CIADI del 11 de octubre de 2002, §42. 

27. I'h'elldi 11 c. Argemilltl. Decisión de Jurisdicción, §63. 
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Sin llegar a pronunciarse en términos tan concluyentes, 
diversos tribunales han prestado igualmente atención a la nacio-
nalidad del inversor luego de prestado el consentimiento para 
determinar su competencia ratiolle personae,3<1 lo que demuestra 
que el análisis no acababa -a su entender- en la fecha crítica esta-
blecida en el artículo 25(2) del Convenio CIAD!. Comentando 
sobre estas decisiones, se ha dicho que 

"las declaraciones [de otros tribunales 1 respecto de que el 
único momento relevante es la fecha del consentimiento han 
sido puestos en duda por preocupaciones relativas a desarro-
llos ulteriores, y por cierta intranquilidad respecto de la posi-
bilidad de que se abra la jurisdicción del CIAD! a personas 
jurídicas que, luego de esa fecha, hayan pasado a ser contro-
ladas por nacionales del Estado receptor". '1 

Antes de abandonar la cuestión de las fechas en las que se 
consolida la jurisdicción del CIADI, nos detendremos por un 
instante en la llamativa solución adoptada por el tribunal de 
Aucoven c. Venezuela en este punto.32 Ese tribunal consideró que, 
en sentido inverso a la lectura habitual de la cuestión de las 
fechas críticas en la jurisprudencia del CIADI, a pesar de que al 
momento de otorgarse el instrumento que contenía el consenti-
miento a arbitrar, el inversor era de nacionalidad mexicana -es 
decir, de un Estado no contratante del Convenio CIADI-, y de 
que el demandante sólo calificó como "nacional de otro Estado 

28. litCIIIIIII Sall c. Gholla, nota al pie #6 del laudo. 
29. Como nota de color, en el caso Loctl'CII c. E.flado.f U'lido.f, un tribunal constituido bajo el Mecanismo 

Complemcnt<lrio del CIADI resolvió que el TLCAN entre Estados Unidos. Mcxico y Canadá preve-
ia, a diferencia del articulo 25 del Convenio CIADI, un requisito de que se mantuvieru de manera 
constante la nacionalidad del inversor hasta la ft.'Cha en que se resolviera la controversia, y procedió 
a dt.-<:laror que ffilblll perdido su jurisdicción aún luego de ech:brada la audiencia de merito (Lo(·m.'1I 
c. Estados U"idos, Caso CIAD! No. ARB(AF)/9R/3, Laudo del 26 de junio de 2003, § 1). 

30. l-er, por ejemplo, Sociélé Oltesl AfricaillC! dt.·s Bt!llJlU Jm/ustriels c. S("l('l;al, Caso CIAD! No. 
ARB/8Y!. Decisión de Jurisdicción del I de agosto de 1984, §41. Libcrim, Eastern TImher 
Corporaliml c. RC/lIíhlica de Liheria, Caso CIADI No. ARB/83/2, Decisión de Jurisdicción del 24 de 
octubre de 1984. ] /CSID Reports 349. 351. Ameo Asia Corporation y otros e. República de 
Indonesia, Caso CIADI No. ARB/81/1. Decisión de Jurisdicción del 2S de septiembre de 19M3. 
§14(ii). 

31. ScIlREUER. op. dt .. comenlario al articulo 15 del Convenio CIADI. §8l13 (lr.lducción libre). 
32. Ver nuestro comenlario anterior en la nota al pie #110 .nlJlro. 
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contratante" a efectos del artículo 25(2)(b) del Convenio CIADI 
luego de esa fecha crítica, el inversor podía adquirir en ese 
momento posterior la posibilidad de invocar válidamente la 
jurisdicción del Centro.33 

Finalmente, nos dedicaremos brevemente a un supuesto 
particular, que es el de las cesiones derivadas de cobros percibi-
dos por el inversor originario como consecuencia de coberturas 
de seguros de riesgo político. Si bien coincidimos, como cuestión 
general, con la apropiada afirmación del Prof. ScHREUER acerca 
de que "no puede asumirse conligerezn ... que el consentimiento pueda 
ser transferido a otras partes sin la aprobación de la contraparte al 
acuerdo originario de donde surge el consentimiento",3. considera-
mos que, una vez que un asegurador ha desinteresado al inver-
sor damnificado por una violación de derecho internacional, y 
sujeto a que los requisitos ratiolle personae respecto de la naciona-
lidad del asegurador se cumplan en la especie,35 no parecería 
haber obstáculos sustanciales para que el asegurador/pagador 
reclame por esas violaciones, subrogándose en los derechos del 
inversor originario. 

De hecho, los tratados bilaterales acostumbran contener for-
mulaciones que constituyen esa 'aprobación', cuando prevén 
que los organismos aseguradores del Estado del que el inversor 
es nacional puedan subrogarse en todos sus derechos y reclamos 
en la medida de la indemnización pagada al inversor, aunque 

33. En la adopción de esa tesitura, el tribunal asignó gran importancia ti que, en su interpretación, las par· 
tes habian pactado específicamente esa posibilidad en el contrato del que surgía la jurisdicción del 
centro (AllcoI'en c. l'cm:;lIela. Decisión de Jurisdicción, § l 24), lo que aviva la discusión acerca de si 
135 panes podrian haber paC1ado una extensión de )ajuristlicción del CIAD) distinta y mlÍs amplia qlW 
la establecida en el propio Convenio CIADI. 

34. SCIIREUl:R, tlp. cil., comentario .:11 aniculo 2S del Convenio CIADI , §303 (traducción libre). 
35. SCIIREUER sostiene, de manenl easi enf:itica. que el dispositivo CIADI no cstarla disponible CU.:1000 

los aseguradores fueran Est.:1dos, entid.:1des cst.:1t.:1les u organismos multilaterales ("Tite clear U'on/illg 
(1 Arr. 25(1) CUlllloI be re.illterpreled lo CtH'l.!r düpllles ;1lI'o!\'ing Sralc.r. Slatc "gc"cics or ;lItenlCllio· 
",,1 org,,"bJtüms (JI/ lite ilu'eslod' silh,''', /ti., 09'365), aunque la decisión adoptada en CSOB c, 
Eslol'aqulel parece contradecir este argumento (Cesko.do\,(!lUka Obclwd,,¡ SeI"ka c. EsltJl'CIllllia. Caso 
CIADI Nro. ARD/97/4. Occisión de Jurisdicción del 24 de mayo de 1999. §32) (" ... ,IIe Irel"."¡cr o[ 
1/11,' t'ct)//onlic rük ¡" ,he o",conle o[ a t/ÜpIlW slll",/d I/ot amI has '101 bcell dcel/le" '0 elffec:lllle .tlem-
di"K tif ti cla;I/IUf" ilJ 011 /CSID pmcecd¡tlg. f\.'gtIllJles:r u·/tetlta tlr 110' ,IIe beneficial OII'IIt!r i.t ti SWIf! 

or ti prlWlle pur,y"). 
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debemos anotar también la existencia de tratados bilaterales en 
los que esa subrogación en los derechos excluye específicamen-
te la posibilidad de interponer un reclamo bajo los mecanismos 
de resolución de controversias permitidos al inversor bajo el 
TBI,3" en cuyo caso, por supuesto, no existirá jurisdicción bajo el 
Convenio CIADI. 

Cuanto antecede se refiere a la cuestión de los efectos juris-
diccionales de las transferencias de reclamos o inversiones ocu-
rridas luego del surgimiento de una controversia. De manera 
adicional a ello, debemos dedicamos, aunque más no sea tan-
gencialmente, a un aspecto no menos interesante, como es el de 
los efectos de esas transferencias, o de la práctica que de ellas se 
hace, respecto de la viabilidad del mérito de un reclamo. 

Por motivos que no encuentran hoy lugar entre estas pági-
nas,3? puede identificarse en el arbitraje de inversión una tenden-
cia creciente a reclamar en concepto de daños sumas exorbitan-
tes, que exceden muchas veces en múltiplos notables las sumas 
invertidas o las expectativas de ingresos derivados de la inver-
sión.3M Dado que el valor de mercado de la inversión, con razón 
o sin ella, resulta finalmente el indicador más utilizado para la 
cuantificación de los daños,39 cualquier cesión -total o parcial-
36. ,¡Or. por ejemplo, el TDI Argentina-Mcxico. §6 ("En caso de que una Parte Contratante o entidad por 

ella designada haya otorgado cualquier garantia financiero sobre riesgos no comcrciak-s en relación 
con una inversión efectuada por sus inversores en e1tenitorio de la otra Parte Contratanle y desde el 
momento en que la primera Parte Contmtante o su entidad designada haya realizado pago alguno con 
cargo a la garantia concedida. la primera Parte Contratante o la entidad designada sera beneficiario 
directa de lodo tipo de pagos a que pudiese ser acreedor el inversor. En caso de controversia Única -
mente el inversor podrJ injcinr o participar en nrocedimientos ante 105 tribunales nacionales o 50me-
lcrl3 a trihunalc:; de jubitrnjc jnlcrnpcjonal de acuerdo con las disposiciones del Artículo Décimo y 
del Anexo del presenle Acuerdo") (el subrayado nos pertenece). 

37. Paro una inteligente descripción del fenómeno, I'cr REm. Lucy. Less is More. More or Less. en m,rld 
Arbitmt;rm (11'" Ah-dial;on RL'l'II!U', Vol. 2:4 (2008), pp. 101 Y ss. 

38, Tómese, a guisa de ejemplo. el caso de Sahu Fake.f l.'. 7im/.till, en el que el demandante reclamaba 
una suma cercana a 105 USO 19,000.000.000 por 13 pfC5unta exprot'liación de acciones que habia 
adquirido por USD 3.800 algunos días nnles (Suba Fakcs c. TI/rq//ía. Caso CIADI Nro. ARB/07120, 
Laudo dcll4 dejulio de 2010, §t39). 

39. Como sostienen WJ.:ISIIURG y RVAN. , •• .. demandantes, demandados y tribunales por icual parecen frc -
euentemenle perdidos respecto de eómo calcular los daños en un caso en particular. En muchos casos, 
independientemente de la natur.lleza del reclamo. las partes parecen adoptar por defecto metodologí -
as que han sido tradicionalmente aplicadas en casos de expropiación lolul", (WElSllURG, Henry, y 
RVAN. Christopher, MeU/ls 10 hc mude Ir/JO/e: Dlll1lUgCS ill die COIllexl o!illlcrlUltiollal iln'cslmclll 
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de la inversión o del reclamo una vez surgida la controversia 
generará, inevitablemente, una importante tensión argumental 
en la cuantificación de los daños. 

Esta tensión surgirá inevitablemente por motivo de que es 
poco probable que el mercado acepte como precio por el recla-
mo el valor exagerado reclamado ante los tribunales, y de que 
los demandantes -o sus abogados- temerán seguramente que 
los tribunales, enterados del valor al que el reclamo ha sido 
transado, cedan a la tautología de considerar que no hay valor 
de mercado más certero que el que el mercado determina, redu-
ciendo el monto de los eventuales daños en proporción al precio 
percibido en la transferencia. En consecuencia, no es poco 
común -ni por ello menos reprochable- que los demandantes y 
letrados renieguen de revelar el precio al que transferencias de 
activos o reclamos se realizan, o lo oculten o sepulten entre miles 
de páginas de presentaciones numéricas, especialmente cuando 
esas transferencias ocurren en momentos cercanos a la fecha-
valor a la que la valuación de daños se realiza.·" 

Así, comprobamos que, luego de nacida la controversia, la 
cesión de la inversión o del reclamo que allí se ha forjado puede 
tener importantes efectos jurisdiccionales -llegando incluso a 
privar de jurisdicción a un tribunal de inversión-, pero también 
que, aun en los casos en que esos efectos no se configuran, la 
cuestión puede llevar a corolarios de gran interés en la decisión 
a que el tribunal llegue en materia de méritos, especialmente 
cuando el precio al que la cesión se realiza difiere notablemente 
del valor proporcional asignado a la inversión a efectos de la 
cuantificación de los daños.·' 

urbitrutiml. en OERAINS. Yves y KREINllLER. Richard (Eds.), E\,al"atüm oj Damuges ¡" ¡"ternutimlUl 
Arbitralitm. ICC Publications (2006), pág.l6S) (traducción libre). lucy Rl:EO sostiene, acertadnmcn-
te, que esn metodología frecuentemente consiste en la dctcnninnción del valor de mercado de la inver-
sión al momento de la cxpropiólción (REm, 01'. cit .. p. 103). 

40. lamentablemente. mOlivos de confidencialidad Impiden al autor brindar mas delalles sobre algunos 
casos en que estas expcriencias han trasuntndo en cálidos dcb,lIes dumnte nudiencias de mérito ante 
tnbunales del CIADr, pcro invitamos cordialmente al leclor a indagar sobre el punto a aquellos cole-
gas que sean vistos sonrojándose alicer estas lineas. 
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4. CESIONES POSTERIORES AL DICTADO DEL LAUDO 

En la sección anterior sosteníamos que la apropiación de pre-
misas jurisdiccionales importadas, como por Irorror vnClli,'2 de los 
preceptos rectores de la actividad de la Corte Internacional de 
Justicia no parece ser el mecanismo más apropiado para explicar 
y entender la práctica de los tribunales arbitrales del CIAD!. De 
hecho, puede sostenerse que, en el especialísimo marco del 
Convenio CIADI, las cuestiones y efectos de la nacionalidad de 
las partes del proceso arbitral no sólo no se agotan al alcanzarse 
las fechas críticas del artículo 25(2) del Convenio sino que, para 
diversos propósitos, recién comienzan allí, y se proyectan, inclu-
so, hasta después de dictado el laudo, afectando también la via-
bilidad u oponibilidad de la cesión que se intente." 

En efecto, si bien la calidad de parte en un arbitraje del 
CIADI y la jurisdicción rntione persorrne del Centro a su respecto 
comienzan, como se discute en la sección anterior, con el perfec-
cionamiento de los actos requeridos bajo el Convenio por quie-
nes cumplan con los requisitos de nacionalidad en las fechas crí-
ticas allí establecidas, esa calidad, y los efectos que se despren-
den de ella, constituyen cuestiones de enorme relevancia prácti-
ca y jurídica aún después de dictado el laudo, impidiendo que 
éste sea válidamente transferido a partes distintas de las partes 
litigantes. Encontramos elementos confirmatorios de estos efec-
41. Sin adentmmos en detalle en la m .. teóa, resta todavía la cuestión de si, ocurrida la cesión del recla-

mo u otra opcr.1ción que tensa por efecto desinteresar al inversor origin:lno, puctlc subsistir la posi-
bilidad de realizar un reclamo en arbitr-.lje de inversión. L .. cuestión es resumida por S CIIRlllJ::R en los 
siguientes terminos: "011("(: .. , Ihe illI'e.fltJr mur twlmtgcr be (111 ¡ty"red pun.' . {il} mu,l' I/Cm:c hUI'C.' IU> 
e/m'm uguimt Ihe Jwsl StClte" (ScIlRrUl:lt, op di .. comentario al articulo 25 del Convenio CIADI. 
§30S). 

42, En los albores de la ciencia médica. se considemba que la natumlcza aborrecía el vacío. y que al rea-
liZólrse un corte, la sangre nuia desde los órganos hacia los ductos que "hom denominamos 'venas' y 
'arterias' importada por fuer7.3 de ese mismo horror al vacio. u ' JwrlTJr I'UW; ' A mediados del Siglo 
XVII, el jurislo, lisieo y alcalde tJe MagtJeburgo Qua VON" G L[RICK[ (1602-16116), realizó la más 
recordada demostrneión del equivoco epistemológico del harmr I'''cm, al generar, con una bomba de 
su invención, una esfera - pamdójic .. mente llena de vacio, e intentar \anamente separarla con 15 
pares de c:1ballos, 

43. Nuevamente, nos rereriremos aqui primordialmente a In cuestión relativa a la cesión de laudos dicta-
dos bajo el Convenio CIAOI. por enlender que renejan caracteres de esencial ¡nteres 01 estudio del 
"arbitraje público internacional" 01 que se refcria MISTUIS en la cita con la que comenzamo5 estos 
paginas, 
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tos en diversas cuestiones, que hemos sistematizado conforme la 
siguiente clasificación: 

4.1 Efectos Relativos a los Recursos 

Una vez dictado el laudo, surge a su respecto la posibilidad, 
para las partes, de interponer alguno de los recursos previstos 
bajo el Convenio CIADI. Estos recursos consisten, según los tér-
minos del Convenio, en solicitudes para que el laudo sea rectifi-
cado;· aclarado;; revisado·6 o anulado;1 las que, en todos los 
casos, sólo podrán ser presentadas por las partes litigantes.·H Ello 
lleva, necesariamente, a que no pueda escindirse, en el sistema 
del Convenio, la calidad de parte en la controversia de la de titu-
lar del laudo que se emita, mientras subsista la posibilidad de 
que cualquiera de las partes interponga a su respecto alguno de 
los recursos mencionados .• ' 

Esta conclusión se hace particularmente insoslayable al ana-
lizarse los supuestos fácticos en los que procede, por ejemplo, el 
recurso de interpretación previsto en el artículo 50 del Convenio 
CIAD!, en cuanto debe existir, para poder solicitarlo, "una dife-
rencia entre las partes acerca del sentido o alcance del laudo ".so Debe 
4-1. Convenio ClADI. §49(2). 
45. Id .• §50. 
46. Id .• §51. 
41. Id .. §52. 
48. Arg. Convenio CIAD!. §§ 49(2) ("A requerimiento de una de las part" .. s ..... ). 50( 1) ("Si suryicre una 

diferencia entre las partes .. . cualquiem de ellas podrá solicllar"), 51(1) ("Cualquiera de las partes 
podrá pedir .. ... ) y S2( 1) ("Cualquiem de las partes podrá solicitar . .. "J. 

49. RespCi:lo de la posibilidad de interpretar que la cesion del laudo implicará la suslltución tIe la ealidatI 
de parte litigante a estos efectos, eonsidemmos que ello no podría sucedL'T sin que la otro parte o par-
tes en el procedimiento presten su consentimiento ni desistimiento de la calidad de parte por el ceden-
te, por aplicación del claro precepto del articulo 2S( 1) del Convenio ("El consentimiento dado por las 
p:u1CS no podrá ser unilaler.llmentc relinuJo"). La c\K.'Slión l'S oclarnda en el Infonne de los Directores 
Ejecutivos del Banco Mundial que propone In celebración del Convenio C1AOl. quienes sostienen 
que "El presente cunvenlo ofrece métodos internacionales de arreglo destinadus a tomar en conside-
ración las caructeríslicas especiales de .. .Ias partes a que habr.í de üplicarse. [ .. . ] Espccificamente. 
ascgurnria que, una vez que un gobierno o un invcrsionist<l dicra su consentimiento a la conciliación 
o al arbitraje bajo los auspiciOS del Centro, tal conscntimienlo no podria ser revocado unilaler.almcn-
te" (Infonne de los Directores Ejecutivos acerca del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas 
a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, § 11). 

50. COO\'enio CIADJ. §SO( 1). 
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notarse, especialmente, que el Convenio CIADI no prevé un 
plazo dentro del cual pueda solicitarse el recurso de interpreta-
ción, como sí sucede con otros recursos allí previstos,51 lo cual se 
condice con la posibilidad de que el laudo ordene prestaciones 
que no se agoten en un único pago, o que no sean necesariamen-
te un pago en dinero,52 lo que puede razonablemente suscitar 
diferencias interpretativas en momentos largamente posteriores 
al laudo. 

La situación es todavía más clara cuando el laudo condena 
a ambas partes a llevar a cabo prestaciones cruzadas, ya que per-
mitir la cesión de la calidad de parte deudora permitiría una sus-
tracción voluntaria de la jurisdicción del tribunal incompatible 
con el fin y propósito del Convenio,53 que prevé de manera defi-
nitoria que "el laudo será obligatorio para las partes",54 y que 
"!Ilas partes lo acatarán y cumplirán en todos sus términos" .55 

Al respecto, se ha llegado incluso a sostener que la literali-
dad del laudo -lo que, sin dudas, incluye necesariamente a la 
designación de las partes allí litigantes- no puede ser modifica-
da ni perder efectividad a menos que se dicte, a su respecto, una 
decisión de rectificación, aun en caso de que existieran errores 
en su formulación que pudieran tener efectos sobre el decisorio 

5 l. Estos plazos son de 45 días desde la fecha del laudo para la rectificación. pero pueden llegar hasta 
los tres años para el caso de los procesos de revisión (Convenio CIADI. §5 I (2» o anulación 
(Convenio CIADI, §52(2». En todos los casos, en el supuesto de que luego del dictado dc1laudo 
se dictara una decisión de rectificación, esos plazos correrán desde lu fecha en que se hubiera dic. 
tado esa última decisión (Convenio CIADI, §49(2». Debe notarsc, finDlmente. que respecto de una 
decisión de anulación puede también interponerse un recurso de rectificación (Convenio CIADl, 
§52(4». lo que lIevarn. lógicamente. a que el vencimiento del último de estos plazos se postergue 
de manera acorde. 

52. Nótese, por ejemplo, que Convenio CIADI sólo obliga a los Estudos contnllunles a hacer ejecutar 
dentro de su territorio "las obligaciones pecuniarias impuestas por el laudo" (Convenio CIADl . 
§54( 1 n. lo que demuestra que las prestaciones pueden tener un contenido no pecuniario. Al mismo 
tiempo, encontramos que el Convenio CIADI pcnnite a los Estudos prestar prolctción diplomáticu a 
sus nacionales en caso de que un Estado contratante condenado bajo un laudo CIADI "haya dejado 
de cumplirlo" (Convenio CIADI, §27( 1», lo que demuestra que el tribunal puede ordenar prestacio-
nes distribuidas a lo largo de un periodo. El Convenio no cOOliene disposiciones que regulen la dura-
ción maxima de ese periodo. 

53. Arg. Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. §31 (J). 
54. Convenio CIADI, §53(1) (el subrayado nos pertenece). 
55. ¡bid. (el subroyado nos pertenece). 
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mismo. i6 Sin pronunciamos a favor o en contra de esta tesitura, 
esto implicaría que, en la medida en que ni siquiera el error más 
burdo o pequeño pueda ser modificado sin intervención del tri-
bunal, no podría derogarse un elemento tan definitorio del 
laudo como la identidad de las partes por un hecho o acto en el 
que interviene solamente a una de ellas. A todo evento, resulta 
necesario coincidir con el corolario expresado por el Prof. 
SCHREUER de que "todo cllmplimiellto de bllella fe COIl el texto origi-
Ilal del lalldo será legítimo hasta tallto ellalldo haya sido modificado"Y 

4.2 Efectos relativos a la Protección Diplomática>6 

El Convenio CIADI establece que 

Ningún Estado Contratante concederá protección diplo-
mática ni promoverá reclamación internacional respecto de 
cualquier diferencia que uno de sus nacionales y otro Estado 
Contratante hayan consentido en someter o hayan sometido 
a arbitraje conforme a este Convenio, salvo que este último 
Estado Contratante no haya acatado el laudo dictado en tal 
diferencia o haya dejado de cumplirlo.5? 

Corno se ve, las obligaciones derivadas de esta disposición 
alcanzan sólo a los Estados contratantes del Convenio CIAD!, y 
lo hacen en la medida en que uno de sus nacionales haya some-
tido una controversia a arbitraje o haya consentido en hacerlo. 
En la medida en que se permitiera que el laudo circulara a 

56, SCIIRWtR, (JP, Clt, comentario al articulo 53 del Convenio CIADI , §51 (" , .. erell iftllt: Ol1li,'·.\'IO/I or 
IIIt! c/t.:riCClI. arillmu:lical or .nmilllr crmr cOfJccmed ajJect.\' tllf! pc¡fiJrnftlllcc O/lile 1I11'tml. ,IIe 
gtUuJII ltJ n'ill, ,he CIInmi jI! ;,( nrjvj,w! fiml! rema/lis Imchallged "'ltU ,he /rIh/llral ha.\" gire" 
it.f tleci.riml w/tidr thell!1CcomL'.f parl oflllf! auun". ) (el subrayado nos pertenece). 

51. /tI .• §6' (traducción libre). 
58, Si b1lm consideramos que la cuestión de la protección dlplomñtica demuestra con especial clandad 

los problemas que afectan la ccsibllidad de un laudo CIADl, no dejamos de advertir que, como cues-
tión cl'lIStemológica, cuanto aquí se digil rcsultani iguillmente de aplicadon 11 lo largo de todo el plazo 
en que los estados contratantes bajo el Convenio CIADI se han obligado D no prestar protección 
diplomatlca. lo que comienza con el tlic..r u l/'/lJ con el consentimiento o sometimiento de la 
versia al CIADI (Arg, Convenio CIADI, §21( 1)), 

59. Convenio CIAD!. §27( 1) (el subrayado nos penenecc). 
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manos de un nacional de un Estado no contratante, o a alguien 
distinto de quien consintió en someter la cuestión a arbitraje, 
esta prohibición no alcanzaría al Estado del cual el nuevo titular 
fuera nacional, lo que parecería desvirtuar el efecto principal de 
la disposición. 

Comentarios de diversa fuente sobre esta cuestión llevan a la 
conclusión de que, en la inteligencia del Convenio, el inversor per-
judicado en su inversión, la parte litigante y el titular del laudo 
que dicte un tribunal del CIADI serían una y la misma persona. 

Por una parte, se ha sostenido que sólo el Estado del que el 
inversor perjudicado en su inversión es nacional podría prestar 
protección diplomática,w lo que lleva a sostener que, dado que 
un adquirente-cesionario del laudo no habría realizado la inver-
sión a la que se refiere la diferencia/" permitir la cesión del laudo 
a un nacional de un Estado que no estuviera así impedido de 
brindar protección diplomática implicaría aceptar un resultado 
manifiestamente absurdo o irrazonable,62 contrario a las reglas 
de interpretación aplicables al Convenio.'·l 

De otra parte, diversos tribunales arbitrales han sostenido, 
con marcada elocuencia, que 

"el propósito mismo del Convenio CIAD! ha sido, justa-
mente, el de proteger a los Estados receptores de intervencio-
nes diplomáticas y 'despolitizar' las relaciones de inversión, 
por lo que atentaría contra los fines y propósitos del 
Convenio exponer al Estado al mismo tiempo a presiones 
diplomáticas y a un reclamo en arbitraje",<>4 

60. ScIlREUER.Ilf', ( ;1 .• comentario al artículo 53 del Convenio CIADI. §43 ("Dlplmllalic pmlrxlüm /ar 
lite PIll71f.JSC u/ SCCllrmg compliatlcc u·;,,, Ihe un'unJ may be cxercised by ,he StatL' olllalirmalill' o/Ihe 
aggric\'ed IIalllral or jllridical persutl") , I'c!r también, id, §.46 ("SWICS parlies lo lile ICSID 
Cmn'elltiOll, olller IIIallllle iI'\'f!slor S Sta/e IUl\'l! 110 riglll o/diplomallc pmteclim,"). 

61. Arg. Convenio CIADI. §25( 1) ("diferencias de naturaleza jurídica que surjan directamente de una 
inversión"). 

62. Arg. Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, §32(b) , 
63. Ver nota al pie M26 .H/pra. 
64. BANRO e ümgo. Caso CIADI Nro. AR0I98,·7. Laudo c.k:)1 de septiembre de 2000. §19 (traducción 

libre). 
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y que, ya desde una perspectiva histórica, la protección 
diplomática sólo mantiene su misan d'etre en la medida en 
que no se produzcan cambios en la nacionalidad del inver-
sor,lIS 

Entendemos que el dispositivo contenido en el Convenio 
CIAOI respecto a la protección diplomática explica el punto 
hasta el que el sistema está diseñado de modo de bloquear la 
cesión de la calidad de parte en la controversia aun después de 
que renazca la protección diplomática por aplicación del artícu-
lo 27(1), ya que, al impedir esa cesión, "evita una situación en la 
cual el Estado demandado tiene ulla obligación para con el Estado 
reclamante por un perjuicio causado a una persona que ya 110 es de inte-
rés jurídico para ese Estado"p· lo que coincide con las recomenda-
ciones surgidas de la COI para la adopción de reglas positivas en 
materia de protección diplomática.67 

La situación es todavía más clara cuando la cesión pretendi-
da tiene por cesionario a un nacional del Estado demandado, ya 
que, en ese caso, por supuesto, no cabría esperar que la protec-
ción diplomática fuera permitida en tanto, como comenta con 
estupor el Informe de la COI sobre la Protección Diplomática "¡el 
Estado demandado hubiera tenido entonces que pagar una indemniza-
ción a otro Estado respecto de un perjuicio causado a su propio nacio-
110/1",6B 

65, LoclI'ell c:, E.ftadu.f U"ido.f, Caso CIADI No. ARB(AF)/98/3, Laudo bajo el Mecanismo 
Complementurio del 26 de junio de 2003, §229 ("",hell jm'estme"t cla""s lI'ere lIegoliated al/d f'Csol. 
I'ed (mly al a gllrcrlllllelllll/ lel'l?/, (my c!"lIIge ¡ti lIatiO/llllity oflhe c!aim(lIIt de/ealed t/¡e rca.\'tm 

for tlll.! lIegotl/Jlitm.f lo cOlllüllle. rile claimillg g(lI'erlltllefll 1m ¡(JI/gel' Itad a citi=ell lo pmlec:t"). 
66. Comisión de Derecho Internacional. Séptimo Infonne sobre la Protección Diplomática (Relator 

Especial. John DUGARt» (2006), Documento A/CN.4/567, §3K, 
(,7, lhit/. ("{d]esdc el punlo de vista sustantivo. esta nonna es prercnblc") 
6K. 1<1.. §40. 
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4.3 Efectos Relativos al Reconocimiento y 
ejecución del laudo 

Para finalizar, anotaremos también que el sistema de arbi-
traje contenido en el Convenio CIAD! también restringe la posi-
bilidad de instar el reconocimiento y ejecución de un laudo 
exclusivamente a las partes litigantes al establecer, en el artículo 
54, los pasos que deberá seguir "[l}a parte que inste el reconoci-
miento o ejeCl/ción del laudo en los territorios de un Estado 
Con tratante". 69 

Comentando esta disposición, el Prof. ScHREUER sostiene, de 
manera categórica, que "el artículo 54 no distingue entre el reco-
nocimiento y ejecución contra inversores, por una parte, y con-
tra Estados receptores por la otra. En consecuencia, esto puede 
ser realizado por cualquiera de las partes del procedimiento 
arbitral" JO 

Lejos de constituir una coincidencia terminológica, se ha 
sostenido con convicción que el dispositivo del artículo 54 debe 
leerse conjuntamente con los requisitos de nacionalidad del artí-
culo 25 -de donde se sigue que estos deben mantenerse hasta el 
momento de la eventual ejecución dellaudo-, ya que ello consti-
tuye el sinalagma acordado entre los Estados contratantes bajo el 
Convenio para establecer condiciones de reciprocidad en mate-
ria de obligaciones relativas al reconocimiento y ejecución de 
laudos CIADJ.71 En consecuencia, veremos que si se permitiera 
que el reclamo o el laudo circularan entre el sometimiento de 
una controversia a la jurisdicción del Centro y la ejecución del 
laudo que se dictara en su consecuencia, se violaría el compro-
miso negociado y alcanzado entre los Estados contratantes res-
pecto de sus obligaciones recíprocas. 

69. Convenio CIADI. §S4(2). 
70. SCIIREUr:M., op. cit .• comentario al articulo S4 del Convenio CIAOI. §7 (traducción libre) (el subraya· 

do nos flCrlcnccc). 
71. !ti .• §26 ("TlI!! rctJllin:mellllllldel' Art. 15 llUft lhe i""eslar 11/11.';1 he" lIutilJlwf ola Gmtractillg Sta/c: 

tl.m/l'('.( Ilwl it.'· Srtl/e 1I'i11 he bmmd by Arl. 5-1") (citas internas omitidas). 
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5. CONCLUSIÓN 

La historia moderna de la humanidad muestra que, de tiem-
po en tiempo, y a pesar de los notables avances en las ciencias, 
las artes y en la conciencia generalizada respecto de ciertos dere-
chos inalienables, no ha podido todavía erradicarse la posibili-
dad de que un Estado adopte conductas que resultan violatorias 
de sus obligaciones internacionales, causando daños a naciona-
les o extranjeros por los que resulta responsable bajo el derecho 
internacional. Esto incluye, como mencionábamos al comenzar 
estas líneas, el campo cada vez más fértil del derecho internacio-
nal de las inversiones, cuyos postulados en materia obligacional 
y compensatoria no se alejan, con todo, del tronco común del 
derecho internacional general. 

En consecuencia, así como seguramente encontraremos 
fuerte reticencia a aceptar que una entidad financiera que 
adquiera a valor vil los derechos a compensación de víctimas 
de 'limpiezas étnicas' tenga el mismo íllS stal1dí que las víctimas 
mismas para reclamarlas a su pleno valor, debemos cuidamos 
también muy bien de permitir que terceros que no realizaron 
inversión alguna en el territorio de un Estado invoquen desem-
bozadamente derechos ajenos como reclamos propios, sobre 
todo en la medida en que, como consecuencia de esos reclamos, 
no resulta beneficiado el inversor perjudicado, ni el Estado 
receptor, ni el sistema internacional de las inversiones, ni el 
desarrollo económico ni humano de una población o un con-
junto de ellas, sino sólo quien, especulando con los derechos 
ajenos, se entromete en una relación jurídica sin otro propósito 
que acuñarse en las hendiduras del sistema de derecho interna-
cional para su propio beneficio económico.72 

72. E.n algunas junsdit:ciones del cOIl/lmm Itlll', subsisten todavía ve!'itigios del antiguo derecho feudal. 
que, bajo la denominación de nulltl/emlllee y de apunlan. con efeclos reducidos respecto 
de los originales, a impedir y penalizar la interferencia en los reclamos ajenos (nmill/L'nUllce). lo que 
se considera agravado en caso de que esa interferencia tuviera por objeto el hacerse con una porción 
del producido de ese reclamo (ehtlmperll'). Sin adentramos en esta instancia en el efcclo par1iculur 
de ciertos arreglos de honomnos contingentes o de finllnciamiento de litigios sobre las cuestiones que 
ilqu i deb:uimos. encontramos reeomenduble recordar que instituciones de eSle liro. o Jos que. por 
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A lo largo de estas páginas nos hemos pronunciado acerca 
de los límites dentro de los cuales un inversor puede legítima-
mente transferir sus derechos sobre un determinado proyecto 
sin sacrificar por ello el acceso a los mecanismos de tutela supra-
nacional que la gran mayoría de los Estados han diseñado 
-luego de sesudas negociaciones bilaterales y multilaterales- en 
su beneficio exclusivo. Es nuestra esperanza que estas líneas sir-
van como combustible para el debate acerca de los elementos 
que deben tenerse en cuenta para que la circulación de esos acti-
vos suceda sin pérdida para el inversor, y sin violar los acuerdos 
así alcanzados, ni sus fines y propósitos. 

Buenos Aires, Agosto de 2010. 

razón del tiempo, las han sucedido en el desarrollo del derecho moderno, deben todavía ser honradas 
en el panteón de las nonnas venerables. PM3 una interesante discusión de estus instituciones en la 
practic3 moderna del arbitraje internacional, \'cr NO, Jem·Fei, Unitcd Kínsdom: The Role or the 
Doctrines orChampcrty und Mainten:mce in Arbitnltion, disponible en 
hnp:llwww.mondaq.comlortic Ic.asp?artic le _id- ' 03272 
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